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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE DROGAS ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EXCUSA LEGAL ABSOLUTORIA AL PORTE, TENENCIA Y CONSUMO DE HOJA DE COCA Y ALCOHOL CON MOTIVO DE CELEBRACIONES DE ÍNDOLE RELIGIOSA, EN UN CONTEXTO CULTURAL DIVERSO.

Boletín N° 3211-17

Honorable Cámara:


La Comisión Especial de Drogas pasa a informar, en primer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en una moción de los Diputados señores Fulvio Rossi Ciocca, Juan Bustos Ramírez, Alberto Robles Pantoja, Antonio Leal Labrín, Arturo Longton Guerrero, Pedro Araya Guerrero, Osvaldo Palma Flores y Sergio Ojeda Uribe.


Se hace constar que esta iniciativa ingresó a tramitación legislativa en esta Corporación con fecha 20 de marzo de 2003.  Se dio cuenta de ella en la Sala en la sesión 62ª, de fecha 2 de abril de 2003, la cual dispuso enviarla a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


Posteriormente, por acuerdo adoptado en la sesión 14ª, celebrada el 8 de julio de 2003, la Corporación dispuso que el proyecto de ley en informe fuera remitido a esta Comisión Especial de Drogas, una vez despachado por la de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

* * * * *

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Las ideas matrices o fundamentales del proyecto en informe son las siguientes:


Establecer la exención de responsabilidad penal y de las penas impuestas en los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7° y 41 de la ley N° 19.366   --que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas--, en beneficio de aquellos miembros de comunidades indígenas que, en el contexto de actividades culturales, ceremoniales, religiosas y festivas que el juez apreciará en cada caso, consuman hoja de coca.


Asimismo, establecer la exención de responsabilidad penal administrativa y de las sanciones impuestas en los artículos que se indican de la ley N° 17.105, que fija el texto refundido de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, en beneficio de aquellos miembros de comunidades indígenas que, en el contexto de actividades culturales, ceremoniales, religiosas y festivas que el juez apreciará en cada caso, consuman alcohol.

* * * * *


Durante el análisis de esta iniciativa, concurrieron invitados por la comisión, a exponer acerca de sus objetivos y fundamentos, los señores Álvaro Ahumada San Martín y Mario Palma Torres, Jefe del Área de Evaluación y Estudios y asesor jurídico, respectivamente, del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE), y Aroldo Cayun Anticura, Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI).

* * * * *

ANTECEDENTES.

La moción parlamentaria.


Afirman los autores del proyecto que el uso religioso y místico de la hoja de coca, efectuado desde tiempos inmemoriales por las etnias Aymara y Atacameña, demuestra la riqueza cultural de nuestro país.  Tal diversidad étnica es pública y notoria, pues aún perviven y desarrollan su actividad en el marco de sus especiales tradiciones y sistemas de vida. 


El reconocimiento a dichas comunidades indígenas tiene respaldo legal en los artículos 1°, 9° y 62 de la ley N° 19.253; este último precepto con especial referencia a la etnia que motiva el proyecto en informe a propósito de las Disposiciones Particulares Complementarias para los Aimaras, Atacameños y demás Comunidades Indígenas del Norte del País, el cual señala que: "Son aimaras los indígenas pertenecientes a las comunidades andinas ubicadas principalmente en la I Región, y atacameños los indígenas pertenecientes a las comunidades existentes principalmente en los poblados del interior de la II Región y, en ambos casos, los indígenas provenientes de ellas. Estas disposiciones se aplicarán a otras comunidades indígenas del norte del país, tales como quechuas y collas".


Llama la atención a los autores de la moción que, en el contexto de una sociedad democrática, en que impera un Estado de Derecho que reconoce explícitamente a las comunidades indígenas, se vean gravemente afectadas la diversidad cultural y la tolerancia a las que se aspira, pues, en el ámbito del especial desarrollo cultural de la etnia Aymara, en principio, las referidas conductas (uso de la hoja de coca) aparecen sancionadas en virtud de lo dispuesto en los artículos 5° y 41 de la ley N° 19.366, que sanciona el trafico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, como fluye del desarrollo de los últimos hechos de público conocimiento que demuestran que las conductas de los miembros de estos grupos indígenas han sido señaladas como constitutivas de delito, a pesar de la dificultad que representa, en su ámbito cultural, la asimilación de los contenidos normativos aplicados a la generalidad de las personas.


Para los iniciadores del proyecto, todo lo anterior resulta incongruente con la ley indígena, toda vez que ésta impone al Estado el deber el respetar, proteger y promover la cultura indígena, entre otros fines. Ésto lo corrobora el artículo 54 del referido cuerpo legal, al considerar la costumbre indígena como antecedente para eximir o atenuar la responsabilidad penal.


Por ello, al amparo de esta formativa, cuyo objeto esencial es dar protección especial a los pueblos originarios, principalmente respecto de sus formas de vida, los firmantes de esta iniciativa concluyen que, en los casos de tenencia, transporte y consumo de la hoja de coca por parte de las comunidades indígenas Aymaras y Atacameñas del Norte del país, no concurren los presupuestos que dan lugar a la responsabilidad penal, ya sea por la ausencia del conocimiento de la ilicitud producto de la diversidad cultural existente, así como por la necesidad de prescindir de la pena en estos casos, que no lesionan bien jurídico alguno.


La realidad de la vida, afirman los autores de la moción, deja en evidencia los defectos de técnica legislativa que inspiran las normas de carácter represivo.  Ella demuestra las injusticias a que puede dar lugar la no existencia de circunstancias que eximan o atenúen la responsabilidad criminal de ciertos grupos sociales inmersos en un contexto cultural diverso. Así lo demuestra una acción penal, en actual tramitación, seguida en contra del señor Cutida, a raíz de la cual se lo ha sometido a proceso por un tribunal de Punta Arenas, por el delito de tráfico ilícito de estupefacientes, con la aplicación de la medida cautelar personal de máxima intensidad, como lo es la prisión preventiva por más de dos meses. Se trata de un curandero de la etnia atacameña, quien portaba al momento de su detención alrededor de 30 bolsitas de hoja de coca, de no más de 200 gramos en total, las cuales ofrecía a sus "pacientes" y cuyas facultades medicinales eran promocionadas en dicha ciudad a través de los medios de comunicación. A raíz de dicho conocimiento, fue detenido por la Policía Civil y acusado del referido delito, arriesgando una alta pena (entre 5 y 15 años), caso en el cual no se ha considerado la variable cultural como elemento excusante.


Apelando a la noción de la diversidad cultural, en la teoría del error en el ámbito penal, destacan los patrocinantes del proyecto, ya existe una posición clara en cuanto a su efecto excusante, pues con razón se ha señalado que "las culturas de raíz indígena no son el único caso de sectores poblacionales caracterizados por la sujeción a pautas culturales diferentes de las de la cultura dominante"
.  Agregan que, en una reflexión política crítica, se puede sostener que largas décadas de políticas estatales caudillistas, clientelistas, y deficientes, fundamentalmente en materias económicas y educativas, han sido determinantes en el nacimiento de las llamadas "subculturas", las que, además de caracterizarse por no reconocer como propios los "valores del sistema" de la cultura hegemónica, han desarrollado pautas de conducta que no son consideradas dignas de preservación por las leyes ni la sociedad (a diferencia de las culturas indígenas, que por mandato legal se ha ordenado respetar por muchas legislaciones comparadas), lo que ha llevado a la revisión, en la teoría tradicional, con especial énfasis a los límites que deben adoptarse en relación a la concurrencia del conocimiento (virtual o potencial) de la antijuridicidad.


Agregan los parlamentarios que las características principales de las excusas absolutorias, como enseña el profesor Novoa Monreal, son establecidas por razones de política criminal (utilidad social), en que se beneficia a sujetos determinados que la ley señala, en virtud de un texto expreso de la ley, pero subsistiendo en el hecho favorecido todos los elementos necesarios para que genere normalmente responsabilidad penal.


En este caso, continúan, se puede señalar que un derecho penal orientado a las consecuencias no necesita interrogarse sobre las evidentes razones para no interferir con la fuerza del Estado en conductas que, aunque ilícitas, acontecen en el seno de una comunidad cultural cuyas valoraciones de las normas sociales en determinados ámbitos de actuación son internalizadas de manera diversa, por lo que, de seguir el afán castigador, significaría transformar el remedio en algo peor que la enfermedad.


Reafirma el designio despenalizador el fundamento político criminal utilitario con el que el profesor Politoff caracteriza a estas especiales consideraciones, poniendo énfasis en que opera "una determinada característica personal del actor (que por supuesto favorece a éste y no a los demás partícipes)"
.


La posición crítica respecto de una serie de aspectos en la ley N° 19.366 reafirma la necesidad y conveniencia político criminal del establecimiento de la excusa absolutoria, por el perfil autoritario de esta legislación, entre otras de sus deplorables características, que los autores del proyecto señalan y que los llevan a razonar que el legislador no puede estar de espaldas a la realidad, debiendo asumir su misión en forma crítica y democrática.
SINTESIS DE LAS EXPOSICIONES FORMULADAS EN LA COMISIÓN.


Los señores Álvaro Ahumada San Martín y Mario Palma Torres, en representación de la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, señalaron lo siguiente:


1.- El proyecto consta de dos artículos tendientes a establecer la exención de responsabilidad penal y de las penas impuestas en los artículos que se indican de la ley N° 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, y en la ley N° 17.105, de alcoholes, bebidas alcohólicas y vinagres, de aquellos miembros de comunidades indígenas que, en el contexto de actividades culturales, ceremoniales, religiosas, festivas y demás que el juez apreciará en cada caso, consuman hoja de coca y alcohol.  


Lo que hace el artículo 1° del proyecto es establecer una exención de responsabilidad penal, respecto de las conductas típicas contenidas en los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7° y 41 de la ley N° 19.366, en el evento que se cumplan las siguientes condiciones:


a) sean realizadas por un miembro de una comunidad indígena que tenga la calidad de tal, según lo establecido en la ley N° 19.253;


b) se realicen en el contexto de actividades culturales, ceremoniales, religiosas, festivas y demás que el juez apreciará en cada caso, y


c) las conductas estén referidas a hojas de coca.


No obstante que en la exposición de motivos del proyecto se hace referencia al porte, tenencia y consumo de la hoja de coca, la verdad es que el artículo propuesto contempla extender la exención de responsabilidad penal a una serie de conductas que superan con mucho el objetivo declarado del proyecto.


En efecto, el artículo 1° de dicha ley se refiere a la elaboración de estupefacientes; los artículos 2°, 3° y 4° de la misma, a conductas relacionadas con la siembra y plantación de especies vegetales; el 5°, al tráfico; el 6°, al desvío de precursores y sustancias químicas; el 7°, al suministro ilegal de drogas y el 41, al consumo en lugares públicos.


2.- El artículo 2° del decreto supremo N° 565, de 1995, del Ministerio del Interior, que reglamenta la ley N° 19.366, califica la hoja de coca como una sustancia o droga estupefaciente o sicotrópica, productora de dependencia física o síquica.


A su turno, el Título V del decreto supremo N° 404, de 1983, del Ministerio de Salud, Reglamento de Estupefacientes, incluye a la hoja de coca en la lista de estupefacientes.


3.- En opinión de la Secretaría Ejecutiva del CONACE, las razones que se esgrimen como fundamento del proyecto se encuentran debidamente reguladas por la normativa vigente al contemplarse normas eximentes o atenuantes de responsabilidad penal en la ley N° 19.253, que establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Pueblos Indígenas.


En efecto, el artículo 54 de la referida ley dispone que la costumbre hecha valer en juicio entre indígenas pertenecientes a una misma etnia constituirá derecho, siempre que no sea incompatible con la Constitución Política de la República y, en lo penal, se le considerará cuando ello pudiere servir como antecedente para la aplicación de una eximente o atenuante de responsabilidad.


Agrega en su inciso segundo que, cuando la costumbre deba ser acreditada en juicio, podrá probarse por todos los medios que franquea la ley y, especialmente, por un informe pericial que deberá evacuar la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena a requerimiento del tribunal.


4.- En concepto de la Secretaría Ejecutiva del CONACE, el establecimiento de la misma exención de responsabilidad penal para el consumo del alcohol no se encuentra fundamentado en el proyecto. Sin perjuicio de lo anterior, no parece razonable --y más aún, resulta riesgoso-- levantar las sanciones contempladas en la ley de alcoholes respecto de un grupo social o de una etnia indígena, conociendo los dañinos efectos que genera el consumo abusivo de alcohol. En efecto, el consumo de alcohol en fiestas religiosas, ceremoniales o festivas, por los mismos indígenas o por otros ciudadanos chilenos, no tendría por qué provocar menos daño a la salud que el que se produce en otros contextos de la vida social.


5.- El proyecto parte del supuesto que el uso, transporte y consumo de hoja de coca por las comunidades indígenas Aimaras y Atacameñas del norte del país forma parte de una tradición cultural arraigada y extendida, lo que justificaría un tratamiento penal especial, atendida la ausencia del conocimiento de la ilicitud producto de la diversidad cultural.


Al respecto, no se acreditan ni existen evidencias suficientes que justifiquen la extensión o magnitud de dicha costumbre, ni tampoco estudios que aborden la realidad actual, como por ejemplo, cantidad de personas que han sido detenidas por tal motivo o de qué manera la actual legislación limita la realización de los actos rituales, ceremoniales, etcétera, a los que alude la moción, como para justificar la necesidad de un cambio legislativo como el propuesto.


En definitiva, hechos puntuales, no extendidos, no ameritan, en concepto del CONACE, tomar determinaciones que se traduzcan en un cambio de la normativa legal y la creación de una institucionalidad diferente, en circunstancias que nada parece indicar que exista un tratamiento inadecuado del tema en los lugares en que esas costumbres de las etnias indígenas se desenvuelven.


6.- El sistema mundial de fiscalización del tráfico y consumo indebido de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, así como del desvío de precursores y sustancias químicas esenciales para la fabricación ilícita de drogas o sicotrópicos y otros delitos conexos, se ha ido conformando mediante la adopción de una serie de tratados internacionales que, respetando los principios generales del derecho internacional, constituyen el marco jurídico para la cooperación mundial en materia de drogas.  Específicamente, cabe mencionar dos Convenciones de Naciones Unidas ratificadas por el Gobierno de Chile y, por tanto, jurídicamente vinculantes para la legislación nacional, a saber:


a) Convención Única, de 1961, sobre Estupefacientes, enmendada por el Protocolo de 1972 y publicada en el Diario Oficial de fecha 10 de abril de 1968. Actualmente ratificada por 179 Estados, de los cuales 173 son partes de la Convención enmendada.


b) Convención contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, de 1988, o Convención de Viena, publicada en el Diario Oficial de 20 de agosto de 1990. Esta Convención ha sido ratificada por 166 Estados hasta la fecha y, en su artículo 1°, letra a), señala que se entiende por "estupefaciente" cualquiera de las sustancias naturales o sintéticas que figuran en la Lista I o en la Lista II de la Convención Única de 1961, sobre Estupefacientes, enmendada por el Protocolo de 1972.


Pues bien, el Estado de Chile es parte de la Convención Única de 1961, sobre Estupefacientes, promulgada mediante D.S. N° 35, de 1968, del Ministerio de RR.EE., que en su artículo 49, letra e), establece que la masticación de hoja de coca, incluida en la Lista I de Estupefacientes, quedará prohibida dentro de los 25 años siguientes a su entrada en vigor.


A mayor abundamiento, el artículo 3° de la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, promulgada por D.S. N° 543, de 1990, del Ministerio de RR.EE., establece en su numeral 2 que, a reserva de sus principios constitucionales y de los conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada una de las Partes (entre ellas, el Estado de Chile) adoptará las medidas necesarias para tipificar como delitos penales conforme a su derecho interno, cuando se cometan intencionalmente, la posesión, la adquisición o el cultivo de estupefacientes o sustancias sicotrópicas para el consumo personal. En todo caso, habría que señalar que la intención principal que subyace en el artículo 3° de esta Convención es el perfeccionamiento de la eficacia de los sistemas penales ante el tráfico internacional de drogas más que la criminalización de los consumidores de drogas.


7.- En opinión del CONACE, establecer un tratamiento especial para el desarrollo de todas estas conductas típicas supone un riesgo alto de abrir un espacio al tráfico ilícito de ésta y otras drogas, por terceros ajenos a las etnias indígenas, que se aprovecharían de la nueva situación.  En efecto, sería una oportunidad para los traficantes de valerse de los miembros de etnias indígenas para traer grandes cantidades de hoja de coca e instalar laboratorios para la elaboración de clorhidrato de cocaína. Por otra parte, como nuestro territorio nacional no es apto para la plantación o siembra de la planta de coca, cabría pensar que lo que se masificaría sería más bien la importación de la hoja desde Bolivia o Perú y su comercialización en nuestro país, lo que de alguna manera crea riesgos de contrabando de otras drogas. En general, los escasos decomisos de hoja de coca de que se tiene noticia han estado asociados a personas que traen, además, marihuana. La permisividad y oferta más o menos indiscriminada hará, por otra parte, que aumente el consumo, alcanzando a sectores de la población que no registran ancestralmente esa costumbre. Conviene aclarar que el proyecto está referido a todas las etnias indígenas, cualquiera sea la región donde habiten, por lo que, pese a que se trataría de una costumbre propia de los Aimaras y Atacameños, según se afirma en la exposición de motivos del proyecto, la misma norma está fomentando las conductas de imitación en otros pueblos indígenas (y eventualmente en otros ciudadanos chilenos), sin que ello refleje una creencia o uso internalizado culturalmente.


Por otra parte, la amplitud de la norma propuesta, al intentar abarcar todo tipo de actividades de estos pueblos originarios: ritos religiosos, ceremonias, festividades, etcétera, facilita el encubrimiento del tráfico ilícito de otras drogas y dificulta la fiscalización y el control del mismo que realizan los órganos policiales en conformidad a la ley.


8.- En definitiva, no parece prudente ni necesario legislar en el sentido propuesto en la moción, atendidos los riesgos que ello conlleva y la falta de evidencia y estudios respecto del alcance de estas costumbres en los pueblos indígenas. A estas alturas, y sin contar con mayores antecedentes, parece desproporcionado establecer una regulación especial para una situación que se ha desarrollado sin conflictos a través del tiempo.


Tampoco parece necesario legislar en la materia, atendido lo establecido en la ley N° 19.253, que obliga al juez en lo penal a considerar la costumbre cuando ello pudiere servir como antecedente para la aplicación de una eximente o atenuante de responsabilidad.

* * * * *


El señor Aroldo Cayun Anticura (Director Nacional de la CONADI), estimó que el proyecto en debate, con las enmiendas introducidas por la Comisión de Derechos Humanos y con la precisión de que se refiere solamente a las etnias del norte del país, constituye una buena iniciativa. En tal sentido, los argumentos del CONACE constituyen un gran retroceso con respecto a los avances logrados en el tratamiento del proyecto, pues ese organismo hace afirmaciones que no corresponden a la realidad.


Desde luego, desmintió que la hoja de coca sea en sí misma una sustancia estupefaciente o sicotrópica productora de dependencia física o psíquica, porque, en su lata exposición ante la Comisión de Derechos Humanos, la Comisario Jefe de la Brigada Antinarcóticos de la Policía de Investigaciones entregó antecedentes médicos que demuestran que ello no es efectivo. De hecho, la hoja de coca no tiene ninguna de las características que se le atribuyen y no puede ser considerada una droga por el hecho de ser un insumo necesario para la producción de clorhidrato de cocaína. Además, los niveles de alcaloide contenidos en la hoja de coca son bastante similares a los que presentan otros productos vegetales.


Añadió que el uso ceremonial de la hoja de coca en rituales indígenas del norte de Chile, de Perú y de Bolivia es una costumbre que data de hace 12 mil años, y no hay ningún antecedente que permita afirmar que produce efectos dañinos para la salud.


En cuanto a la facultad judicial de considerar la costumbre indígena como eximente o atenuante de responsabilidad penal, aclaró que ésta sólo puede hacerse valer en juicio entre indígenas y que, en lo penal, debe ser considerada cuando pudiere servir como antecedente para la aplicación de una eximente o atenuante de aquéllas que señala taxativamente el Código Penal, sin que haya forma alguna de hacer concordar estas circunstancias modificatorias de responsabilidad con lo dispuesto en el artículo 54 de la ley N° 19.253. En consecuencia, no es adecuado afirmar que ya existe la herramienta legal que permite a los jueces excluir o atenuar la responsabilidad de los indígenas que sean sorprendidos consumiendo la sustancia en cuestión.


En relación con los tratados internacionales que proscriben el uso de la hoja de coca en todo el mundo, estimó necesario acreditar científicamente que ella constituye una droga, cosa que no se ha hecho, según se desprende de las opiniones vertidas en la Comisión de Derechos Humanos tanto por la Comisario Jefe de la Brigada Antinarcóticos como de los médicos presentes en la sesión respectiva.


Por otra parte, el Estado chileno se ha obligado internacionalmente también a resguardar las costumbres de los pueblos indígenas, los cuales no inventaron el clorhidrato de cocaína y han utilizado siempre la hoja de coca como infusión para efectos de curar la puna o como un elemento que está inserto dentro de ciertas actividades netamente culturales.


Insistió, a continuación, en que, con las modificaciones que se le introdujeron, el proyecto quedó perfectamente adecuado a la protección de las actividades culturales indígenas y al uso limitado de la hoja de coca. Desde ese punto de vista, las afirmaciones en torno a que ello abriría una compuerta de efectos insospechados a este tipo de conductas implican generar una campaña del terror absolutamente injustificada, toda vez que en nuestro país la población indígena ha utilizado por años esta sustancia como elemento ceremonial, uso que por lo demás va a estar debidamente reglamentado y no va a ser posible que alguien porte hojas de coca en cantidad suficiente como para fabricar cocaína. Antes bien, resultaría más fácil transportar el ácido sulfúrico u otros precursores hacia países productores de hoja de coca que traer a Chile este ingrediente.


Consultado, finalmente, acerca del número de indígenas que han sido procesados por porte, consumo o tráfico de hoja de coca, señaló que el caso más conocido es el del chamán o yatiri detenido en Magallanes, al que el juez tuvo seis meses preso. En el norte del país, en cambio, la policía sabe que en las actividades culturales se utiliza la hoja de coca y que técnicamente tendría que detener a todos los participantes, pero no lo hace por razones prácticas. Sin embargo, la posibilidad de que ello ocurra está siempre latente, porque la población indígena no tiene una adecuada protección al respecto.

* * * * *

DISCUSION Y VOTACION EN GENERAL DEL PROYECTO.


La Comisión Especial de Drogas, luego de haber escuchado las opiniones y observaciones tanto de los representantes del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE), como del Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), acerca de los fundamentos, objetivos y contenidos del proyecto de ley en informe, procedió a poner en votación su idea de legislar, la que fue rechazada por 5 votos en contra (Diputados señores Bayo, Díaz, García-Huidobro; Pérez, don Aníbal, y señora Mella) y 1 voto a favor (Diputado señor Salaberry).


Quienes votaron por el rechazo de la idea de legislar lo hicieron basados en la convicción de que esta Comisión Especial de Drogas emitiría una señal muy negativa a la sociedad si autorizara el uso de una sustancia prohibida, porque independientemente del mayor o menor riesgo que pueda representar el uso de la hoja de coca, lo que el proyecto haría es rebajar la percepción que existe en la comunidad acerca del daño que importa el consumo de estupefacientes.


En el mismo sentido, fueron enfáticos en señalar que la despenalización del porte, tenencia y consumo de hoja de coca implicaría abrir innecesariamente un espacio a este tipo de conductas, con consecuencias futuras absolutamente impredecibles, al mismo tiempo que con ello se estarían vulnerando importantes tratados internacionales a los que Chile está adscrito y, en consecuencia, tiene la obligación de respetar.

Agregaron que, si se produjera la muerte o un trastorno grave de la salud de una persona por el consumo excesivo de hoja de coca, no se podría perseguir responsabilidad alguna por ese hecho, puesto que la ley lo declararía exento de ella. En ese sentido, estimaron preferible mantener la normativa vigente, en el marco de la ley indígena, que permite al juez apreciar, de acuerdo con las circunstancias de cada caso en particular, si existe una eximente o atenuante de responsabilidad penal.


Finalmente, observaron que la presentación a trámite legislativo de la iniciativa en debate fue motivada por la detención de un miembro de la comunidad aimara en Magallanes, caso en el cual no concurría ninguno de los elementos que habrían justificado la aplicación de una eximente o atenuante de responsabilidad penal.  Por tanto, consideraron innecesario legislar con el objeto de autorizar una conducta que hasta ahora es aceptada socialmente y no representa un problema para la autoridad llamada eventualmente a reprimirla.

VOTO DISIDENTE


Para efecto de lo dispuesto en el Nº 6 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, cabe señalar que el Diputado señor Salaberry fundamentó su voto disidente del acuerdo de la Comisión en la convicción de que el proyecto, en los términos en que fue enmendado por la Comisión de Derechos Humanos, estaría favoreciendo a las comunidades indígenas del país al hacer más explícita aquella facultad que el artículo 54 de la ley N° 19.253 le confiere al juez penal para considerar la costumbre como eximente o atenuante de responsabilidad.


Abogó por aprobar la iniciativa en debate, sobre la base de dicho texto enmendado por la Comisión de Derechos Humanos, donde además de escuchar a los representantes del CONACE se recibió la opinión de la Comisario Cristina Rojo, de la Brigada Antinarcóticos de la Policía de Investigaciones, quien se pronunció a favor de la idea de legislar en torno a la despenalización del consumo de la hoja de coca, a partir de lo cual, luego de una larga discusión, se enmendó el proyecto, eliminándose en él la eximente de responsabilidad penal por el consumo de alcohol, así como por las conductas a que se refieren los artículos 1° al 7° de la ley N° 19.366 en relación con la hoja de coca, autorizándose únicamente el consumo de ésta por parte de todos aquellos miembros de comunidades indígenas que tengan la referida calidad de conformidad con la ley N° 19.253 y que se verifique en el contexto de actividades culturales, ceremoniales, festivas y demás que el juez apreciará en cada caso.


Con respecto a las opiniones vertidas por la Comisario señora Rojo en la Comisión de Derechos Humanos, hizo presente que ella sostuvo la necesidad de legislar sobre el porte, tenencia y consumo de hoja de coca en un contexto cultural diverso, en virtud de su uso milenario por parte de ciertas etnias, afirmando que esta sustancia no es una droga, sino uno más de varios insumos que permiten producir clorhidrato de cocaína.  De ahí que la Comisión de Derechos Humanos terminara acogiendo la propuesta contenida en el proyecto, con restricciones en cuanto a las conductas autorizadas en relación a la hoja de coca y dejando de lado lo relativo al consumo de alcohol.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 2º y 4º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión Especial de Drogas hace constar lo que sigue.


I. Que ningún artículo del proyecto tiene carácter de norma orgánica constitucional o de quórum calificado.


II. Que no hay disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

* * * * *


Por las razones expuestas y las que os dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, la Comisión Especial de Drogas recomienda rechazar la idea de legislar sobre esta materia, sin perjuicio de hacer presente, para los efectos de lo dispuesto en el Nº 8 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, que el texto del proyecto en informe es el siguiente:

"PROYECTO DE LEY


Artículo Primero.- Agrégase el siguiente artículo 10 bis a la ley 19.366:


'Artículo 10 bis.- Están exentos de responsabilidad criminal y de las penas impuestas en los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 41 de la presente ley, todos aquellos miembros de comunidades indígenas que tengan la referida calidad de conformidad con la ley 19.253, que en el contexto de actividades culturales, ceremoniales, religiosas, festivas y demás que el juez apreciará en cada caso, en las conductas típicas señaladas relativas a las hojas de coca a que se refiere el artículo 2 del reglamento de la presente ley.'


Artículo Segundo.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 115 de la ley 17.105:


'Están exentos de responsabilidad penal administrativa y de las sanciones impuestas en los dos artículos precedentes por el consumo de las sustancias que regula la presente ley, todos aquellos miembros de comunidades indígenas que tengan la referida calidad de conformidad con la ley 19.253, que en el contexto de actividades culturales, ceremoniales, religiosas, festivas y demás que el juez apreciará en cada caso.'".
* * * * *


Acordado en sesión de fecha 15 de octubre de 2003, con asistencia de los Diputados señores Aníbal Pérez Lobos (Presidente), Francisco Bayo Veloso, Eduardo Díaz Del Río, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Felipe Salaberry Soto y Diputada señora María Eugenia Mella Gajardo.


Se designó Diputado Informante al señor Pérez Lobos, don Aníbal.

ANDRÉS LASO CRICHTON,

Secretario de la Comisión.
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